
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES DE PROCEDIBILIDAD / ACCIÓN POPULAR / APLICACIÓN ARTÍCULO 121 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / NO SE INTERPUSO REPOSICIÓN CONTRA LA DECISIÓN AHORA IMPUGNADA.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones…
El 21 de junio el señor Arias Idárraga radicó un petitorio, orientado a que el Juzgado aplicara el artículo 121 del Código General del Proceso…
El 9 de julio del 2019, el juzgado denegó la solicitud, comoquiera que “(…) el día 18 del mes de marzo del año que avanza, se surtió la notificación vía correo electrónico a la entidad accionada, por lo que no están dadas las precisas circunstancias del artículo 121 del C.G.P., para acceder a la nulidad en ese sentido.”… 

Contra esa decisión, durante su ejecutoria, no se elevó recurso alguno…
De frente a ese derrotero, se concluye que en el de marras se incumple con el presupuesto de la subsidiaridad; así se afirma, porque el demandante omitió recurrir la decisión, mediante la cual se negó la aplicación de la norma que aquí trajo a colación, contra el cual procedía el recurso de reposición (art. 36, Ley 472 de 1998)…
Tal circunstancia torna improcedente la demanda, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
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Pereira, octubre cuatro de dos mil diecinueve
Expediente 66001-22-13-000-2019-00640-00
Acta N° 514 del 4 de octubre de 2019
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda la que fueron vinculadas Audifarma S.A, la Alcaldía de Barranquilla, la Personería de Pereira la Procuraduría 6 Judicial II para asuntos civiles y laborales de Bogotá D.C, La Defensoría del Pueblo y la Procuraduría General de la Nación regionales de Risaralda. 
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, quien actúa en su propio nombre, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, por la presunta vulneración de su derecho fundamental al debido proceso. 
Señaló que actua en la acción popular “2016-497” donde de la autoridad accionada “SE NIEGA SISTEMÁTICAMENTE A CUMPLIR EL IMPERIO DE LA LEY, NEGÁNDOSE A APLICAR ART 121  Código Gral del Proceso (…) y comete vía de hecho al desconocer precedente jurisprudencial reciente de la H CSJ SSC en tutelas”; respecto del Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, señaló que ha presentado quejas y vigilancias judiciales para que se le informe de lo ocurrido en el proceso y se investigue la mora del despacho. 
Pidió, por tanto, ordenar al Juzgado aplicar la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP y al Consejo Seccional de la Judicatura aportar copia de las vigilancias administrativas que ha iniciado en contra del despacho accionado. Por último solicitó copias de esta actuación. 





Se dispuso el trámite respectivo, se ordenaron las citadas vinculaciones y del juzgado se solicitó copia de las diligencias relacionadas en la demanda; así lo hizo. 
Audifarma S.A., solicitó su desvinculación del trámite por falta de legitimación en la causa.    

La Procuraduría regional de Risaralda solicitó su desvinculación, en razón a que su función está orientada a la defensa de derechos e intereses colectivos, lo que será verificado en el correspondiente pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el proceso de la referencia.
El Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda informó que el accionante el 15 de agosto del 2019, radicó una queja en contra de la titular del despacho accionado, posteriormente, se le otorgó el término de 10 días para corregir la solicitud dado que tenía falencias, y que hasta la fecha no ha sido corregida, por lo que el trámite fue archivado; pidió declarar la improcedencia del amparo o en subsidio negarlo dada la inexistencia de acciones u omisiones que transgredan las prerrogativas fundamentales del accionante. 
El Procurador 6 Judicial II, solicitó negar el amparo, habida cuenta de que algunas actuaciones por parte del demandante que han impedido que se impulse la acción en debida forma; también pidió desvincular la entidad, por cuanto es inexistente, por parte de esa cartera, vulneración alguna a los derechos invocados. 
  



CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude el señor Arias Idárraga en esta oportunidad, en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, con el fin de que la autoridad encartada aplique la nulidad prevista en el artículo 121 del CGP.     

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn82" \o ""  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn86" \o ""  y (vii) violación directa a la constitución.

Para resolver, se recuerda lo sucedido en el proceso:

(i) La demanda fue radicada el 17 de noviembre del 2016 (p. 5, CD, f. 25) y admitida el 23 de noviembre de ese mismo año, en ese proveído se dispuso que la notificación a la entidad accionada se surtiera de conformidad con el artículo 290 del CGP y que el aviso a la comunidad previsto en el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 se realizara por medio de la emisora de la Policía Nacional a cargo del accionante (p. 7, CD, f.25); esa decisión se mantuvo incólume pese a que fue recurrida (p. 9, CD, f.25). 

(ii) Después, el 30 de mayo del año 2017, previa solicitud del actor (p. 36, CD, f.25), el Juzgado no aceptó un desistimiento que él presentó, y en ese auto precisó “Bueno es hacerle saber que por parte del despacho se asumen las cargas y se cumplen con los términos legales, en la medida que el demandante asuma las suyas, entre otras las de publicar el aviso de que trata el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 y gestione la notificación del auto admisorio a la entidad” (p. 37, CD, f.25); en esa posición se mantuvo el Despacho, a pesar de que el demandante la repuso. 

(iii) El 18 de diciembre del 2018, el Juzgado requirió al demandante para que aportara la dirección electrónica de la entidad accionada (p. 47, CD, f. 25),

(iv) La entidad accionada se notificó el 18 de marzo del 2019 (p. 63, CD, f.25); y contestó la demanda el 2 de abril del 2019 (p. 65 CD, f. 25).

(v) El 2 de mayo se fijó fecha para llevar a cabo la audiencia de pacto de cumplimiento, para el día 14 de junio siguiente (p. 85 CD, f. 25).

(vi) El 21 de junio el señor Arias Idárraga radicó un petitorio, orientado a que el Juzgado aplicara el artículo 121 del CGP. (p. 95 CD, f. 25).

(vii)  El 9 de julio del 2019, el juzgado denegó la solicitud, comoquiera que “(…) el día 18 del mes de marzo del año que avanza, se surtió la notificación vía correo electrónico a la entidad accionada, por lo que no están dadas las precisas circunstancias del artículo 121 del C.G.P., para acceder a la nulidad en ese sentido.” (p. 99 CD, f. 25). 
(viii) Contra esa decisión, durante su ejecutoria, no se elevó recurso alguno, esto al margen de que el 30 de julio volvió a interponer una petición, exigiendo la aplicación del citado canon, sin presentar nuevos argumentos; lo cual fue resuelto por el juzgado el 3 de septiembre, en el sentido de estar a lo resuelto en precedencia (p. 118 CD, f. 25).





De frente a ese derrotero, se concluye que en el de marras se incumple con el presupuesto de la subsidiaridad; así se afirma, porque el demandante omitió recurrir la decisión, mediante la cual se negó la aplicación de la norma que aquí trajo a colación, contra el cual procedía el recurso de reposición (art. 36, Ley 472 de 1998), escenario ideal para exhibir los argumentos que, según él, sustentan por qué el trámite está viciado de nulidad.




Y ni modo de cuestionar la idoneidad del recurso de reposición en el trámite ordinario de un juicio, cuando la jurisprudencia ha recalcado la importancia de su agotamiento, que garantiza que la deliberación que incoa el interesado, se surta primero ante la funcionaria que tiene pleno conocimiento del proceso y no frente al juez constitucional
.

Tal circunstancia torna improcedente la demanda, de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. Así se declarará, y en consecuencia, se absolverá a los demás citados al trámite.


Sobra decir que ningún perjuicio irremediable se ha invocado y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación; ni una situación que lleve a flexibilizar tal exigencia.

Se relieva que, aun cuando la Sala en reciente providencia
, con fundamento en el precedente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia
, había recogido su criterio de que la nulidad debía alegarse primero en el juicio ordinario antes que en el constitucional para que se superara la subsidiaridad, pues se tenía que la misma operaba aún de oficio, hoy lo retoma con base en las nuevas directrices de la misma alta Corporación que alinean la cuestión en el entendido de que “en la práctica judicial pueden surgir situaciones atípicas de incumplimiento de términos, las cuales no son atribuibles a la conducta del funcionario judicial o al querer de las partes, sino que surgen de circunstancias propias del desarrollo normal del proceso; por lo que no es acertado un entendimiento absolutamente «objetivo» del conteo de los tiempos procesales, como si éstos dependieran únicamente de la potestad del juez.”
 (Destaca la Sala). Trasunto de lo cual es pertinente reclamar que el debate sobre su aplicación, se surta de manera inicial ante el Despacho que adelanta el negocio y que conoce de todas sus vicisitudes.
A lo anterior se suma, que en reciente comunicado oficial de la Corte Constitucional, se ha hecho saber sobre la declaratoria de inexequibilidad de la expresión “de pleno derecho” contenida en el inciso sexto del artículo 121 del CGP
. 
Por otra parte, es improcedente la pretensión orientada a que se ordene al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, aportar copias de vigilancias judiciales y administrativas a este caso, porque no se acreditó que antes de acudir a este medio se le hubiese elevado alguna solicitud en ese sentido a esa autoridad. 




Finalmente las copias solicitadas se expedirán, pero a costa del accionante, por cuanto su destino no está dirigido a facilitarle el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en esta específica acción constitucional, sino para otros menesteres. Para ese fin, deberá pagarse el arancel de que trata el Acuerdo PSAA14-10280 del Consejo Superior de la Judicatura. Esta decisión sigue la línea trazada por la Corte Suprema de Suprema de Justicia recientemente
-
, que se comparte.  





DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira y el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda.
Se absuelve a los demás vinculados. 

Se dispone la expedición de las copias reclamadas, físicas o escaneadas, a costa del accionante.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, si no se requirieran más trámites, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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